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Acta No. 31 de febrero 4 de 2009
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 5 de marzo de 2008, en este proceso ordinario que Pablo Emilio Barco Agudelo le promovió a Adriana Patricia Marín Martínez, Rubby Martínez Tabares, herederos indeterminados de Turiel Antonio Tabares Morales y el Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A.

ANTECEDENTES  

Demandó el señor Pablo Emilio Barco con el fin de que se declarara “simulada la venta del bien inmueble con matrícula inmobiliaria número 290-31372, correspondiente a una casa en la carrera 6ª No. 35-10 y 35-12 de Pereira, y con escritura 4028 del 7 de noviembre de 1997 de la notaría segunda de Pereira debidamente registrada el 26 de noviembre de 1997, según anotación No. 19 del Certificado de tradición, que realizo el señor Pablo Emilio Barco Agudelo a través de la señora Adriana Patricia Marín Martínez, por poder general, al señor Turiel Antonio Tabares Morales, simulación absoluta por falta de causa.”. Asimismo, solicitó que se rescindieran la liquidación de la sociedad conyugal y su aclaración, contenidas en las escrituras 2860 y 3089 de la Notaría Primera de Pereira entre Turiel Antonio Tabares Morales y Ruby Martínez Tabares, por lesión enorme. 
En forma consecuencial solicitó que se le ordenara al Banco Colpatria levantar la hipoteca que pesa sobre el referido inmueble y se oficiara a la Oficina de Registros Públicos para hacer las correspondientes anotaciones con el fin de que siguiera figurando como único dueño del bien, y a las Notarías Segunda y Primera del Círculo de Pereira para que anularan las escrituras 4028 del 7 de noviembre de 1997, y 2860 de junio 15 de 2004 y 3089 de junio 29 de 2004, respectivamente.
Los hechos que sirvieron de partida para esos pedimentos, se comprimen así:

El señor Barco Agudelo mediante compraventa adquirió el 19 de octubre de 1989 el bien con matrícula 290-31372; luego simuló venderlo a la señora María del Carmen Martínez de Marín (fallecida); ésta a su vez simuló igual negocio a favor de Pablo Emilio quien convivió en unión marital de hecho con Adriana Patricia Marín Martínez por espacio de 6 años, esto es, desde 1989 hasta 1995 y de cuya unión nació la menor Vanessa Barco Marín; el actor estuvo detenido en Venezuela desde el 10 de agosto de 1995 hasta septiembre de 1999; el 30 de agosto de 1995 le envió a Adriana Patricia un poder general, con cuyas facultades el 7 de noviembre de 1997 vendió el bien a que se ha hecho referencia al señor Turiel Antonio Tabares Morales (su primo segundo) por la suma de $45’000.000,oo, cancelada, supuestamente, con $15’000.000 en efectivo recibidos a entera satisfacción y $30’000.000,oo con un crédito hipotecario que le otorgaría al comprador sobre el mismo bien la Corporación de Ahorro y Vivienda Colpatria, lo que se hizo efectivo mediante escritura pública número 4028 del 7 de noviembre de 1997, aunque para la época de la negociación el avalúo comercial del bien se estimaba en la suma de $90’000.000,oo.
Siguió su relato diciendo que el inmueble fue hipotecado mediante escritura número 937 del 16 de marzo de 1995 a favor de Gilberto de Jesús Castro Roldán por valor de $12’000.000,oo;  que al final de la escritura 4028 se hizo constar que parte del producto de aquél préstamo se destinaría para cancelar esta hipoteca; que en realidad el producto del mutuo fue entregado a Margoth Ospina Sanabria para viajar al exterior y quedó responsabilizada con el señor Barco de entregárselos a Adriana Patricia una vez se ubicara en Estados Unidos, lo que cumplió a cabalidad; que se puede concluir que al señor Castro Roldán se le canceló la hipoteca, no con el producto de la venta ni con lo percibido con el nuevo gravamen, así como que el señor Turiel Antonio Tabares no tenía la suficiente capacidad económica para efectuar dicha compra.

Agregó que Adriana Patricia nunca hizo entrega en forma real y material del bien, pues la intención de la hipoteca de Turiel Antonio a  Colpatria era simular la venta para obtener un préstamo; que aquél entabló un proceso de entrega del tradente al adquirente en su contra para el año 2001 cuando había adquirido el bien supuestamente en el año de 1997; que era padrastro y primo de Adriana Patricia Marín Martínez; que el 26 de septiembre de 1999 Pablo Emilio regresó de Venezuela y aquellos le advirtieron a los inquilinos que se siguieran entendiendo con él por ser el propietario y así procedió a elaborar sendos contratos de arrendamiento de los dos primeros pisos, pero que una vez venció el contrato del segundo piso lo ocupó personalmente y allí vive en la actualidad; que cuando se enteró de que el inmueble estaba a nombre de Tabares Morales (fallecido), Adriana y éste le explicaron que una vez sanearan el crédito con Colpatria lo pondrían a su nombre y ello se le garantizó con la suscripción de un pagaré por valor de $52’000.000,oo; que como no cumplieron, inició la correspondiente demanda ejecutiva que fracasó por falta de causa, como que la acción correspondía a una simulación de contrato.

Terminó diciendo que Turiel Antonio contrajo matrimonio el 17 de enero de 2000 con su prima hermana Ruby Martínez Tabares y el 15 de junio de 2004 liquidaron la sociedad conyugal por mutuo acuerdo, acto en el que le fue adjudicado a ella el inmueble materia de esta litis, pero se estaba a la espera del fallo del tradente al adquirente que estaba en curso en el Juzgado 5º Civil del Circuito.

Previa corrección de la demanda, se admitió con auto del 22 de julio de 2005, se ordenó el traslado de rigor a las personas determinadas y se dispuso el emplazamiento de los herederos indeterminados del causante Tabares Morales. 

Adriana Patricia Marín Martínez, en su propio nombre y en representación de Rubby Martínez Tabares, según poder general, por medio de asesor judicial dio respuesta en la que admitió algunos hechos y negó otros; se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo las que denominó “falta de causa para demandar” e “indebida acumulación de pretensiones” (f. 162 a 168, c. 1); también propuso excepciones previas que fueron despachadas en forma desfavorable mediante auto del 16 de mayo de 2007. A los herederos indeterminados se les designó curador ad litem, auxiliar que manifestó que no le constaban unos hechos y los remitió a prueba (f. 184 y 185, c. 1). El Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A. por conducto de su representante judicial, aceptó como ciertos unos hechos y de los restantes dijo que no le constaban, no se opuso a las pretensiones, salvo en lo relacionado con la tercera sobre la que indicó que estaba dispuesto a levantar la hipoteca siempre y cuando los gastos fuesen asumidos por el interesado y respecto de la “pretensión séptima” porque la entidad no tiene ninguna injerencia en la simulación alegada y por tanto no está llamada a responder por costas; propuso las excepciones de mérito que tildó como “Cumplimiento del contrato de hipoteca”, “Buena fe” y la “…genérica de que trata el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil”.
Previa negativa de una solicitud de nulidad implorada por algunas de las demandadas, se corrió traslado de las excepciones y agotada la audiencia de que trata el artículo 101 del C. de P. C., el juzgado decretó las pruebas pedidas y las que de oficio estimó necesarias; practicadas en la medida de colaboración de las partes, dio traslado para alegar de conclusión y concluyó la instancia con la decisión de fondo que declaró improcedentes las pretensiones de la demanda, condenó en costas al actor y ordenó el archivo del expediente previa liquidación de aquellas.

Para así decidir, en síntesis, luego de una breve introducción acerca de la simulación, concluyó que la pretendida es absoluta, pero con el haz probatorio no se logró acreditar que la situación era como la planteaba el demandante, pues no demostró los hechos en que basó los indicios que la estructuraban. 


  

Apeló el demandante y en esta sede, surtido el trámite correspondiente, intervinieron tanto él como las co-demandadas Marín Martínez y Martínez Tabares así como el Banco Colpatria, todos por intermedio de sus respectivos apoderados judiciales.  
  



Ahora es oportuno decidir, previas estas:

CONSIDERACIONES

Concurren aquí los presupuestos del proceso y no hay causales de nulidad que afecten la actuación, así que la decisión será de fondo si, además, se advierte que las partes están legitimadas en la causa. 

Los actos jurídicos en general se presumen serios y ajustados a la legalidad que les es inherente, según dimana de lo que en forma expresa señala el artículo 1602 del Código Civil, que establece que “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”.

De esta norma surge que aquello que se ofrece a primera vista en una negociación es cierto, apegado a la manifestación de la voluntad de los contratantes y surte todos sus efectos jurídicos.  Por esta especial condición, es que la acción de simulación, que tiene arraigo en el artículo 1766 del C. Civil, tiende a confrontar esa expresión plasmada en un determinado instrumento con lo que realmente quisieron pactar las partes; es decir, se propugna por poner en evidencia la discordancia entre la voluntad real y la voluntad declarada, que si obedece a que los actores del vínculo no pretendieron en verdad celebrar negocio alguno, la simulación caería en el ámbito de lo absoluto; pero si ella hace ver que el acuerdo declarado disfraza otro que es el que en realidad se quería, la simulación será relativa.

En uno u otro caso, quien tenga un interés legítimo en esa manifestación contractual, como lo tiene en este caso el demandante, debe probar que existió en las personas involucradas en el negocio jurídico, la intención de sustraerse a la verdad en perjuicio de sus derechos.

En el caso de los bienes inmuebles, su compraventa -que es el contrato que nos atañe-, sólo se reputa perfecta en tanto se haya otorgado por escritura pública (art. 1857 C.C.), esto es, cuando contiene una manifestación de voluntad declarada ante un funcionario investido por la ley para esos menesteres; de allí que desvirtuar su contenido, para encontrar que en ese acto hubo simulación, implica acudir, a falta de una prueba directa sobre el pacto reservado, a la de los indicios que, según lo previene el artículo 270 del C. de P. Civil, sólo se pueden apreciar en conjunto, teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia y su relación con las demás pruebas que obren en el proceso.

  



En esta ocasión, el Juzgado negó la deprecada simulación y eso dejó inconforme al demandante porque no se analizaron los varios indicios que surgen de las pruebas aportadas.  Así que para entrar en ese estudio, es bueno recordar que la sentencia dio por demostrados, y lo están, algunos hechos, el principal de ellos, la tradición del inmueble matriculado al número 290-0031372 sobre el que recae la pretensión, pasando por las escrituras públicas 3251 del 19 de octubre de 1989, mediante la cual Betsabé Álvarez Giraldo vendió a Pablo Emilio Barco (f. 5 y 6, c. 1); la 1951 del 17 de junio de 1991, con la que Pablo Emilio vendió a María del Carmen Martínez de Marín (f. 7 y 8, c.1); la 1249 del 31 de marzo de 1992, en virtud de la cual Martínez de Marín vendió nuevamente a Barco Agudelo (f. 9 y 10, c. 1); la 937 de marzo 16 de 1995, con apoyo en la que Pablo Emilio Barco hipotecó el inmueble a favor de Gilberto de Jesús Castro Roldán por la suma de $12’000.000,oo (f. 11 a 13, c.1); la 4028 del 7 de noviembre de 1997, según la cual Adriana Patricia Marín Martínez, actuando como apoderada general de Pablo Emilio Barco (f. 13 a 15, c. 1) vendió el bien a Turiel Antonio Tabares Morales por la suma de $35’000.000,oo, de los cuales declaró la mandataria haber recibido $15’000.000,oo pues los restantes $30’000.000,oo serían pagados con el producto de un préstamo que al comprador le haría el Banco Colpatria, entidad a favor de la que se hipotecó (f. 16 a 23, c. 1); la 4198 del 21 de noviembre de 1997, con la que Gilberto de Jesús Roldán canceló la hipoteca por habérsele pagado la deuda (f. 24, c. 1); la 2860 del 15 de junio de 2004 y su aclaratoria, la 3089 del 29 de junio de ese año, con las que se perfeccionó la liquidación de la sociedad conyugal habida entre Turiel Antonio Tabares Morales y Ruby Martínez Morales y se le adjudicó a ésta el bien (f. 39 a 44, c.1).
  



Como se ve en el certificado que reposa entre los folios 81 y 83 del cuaderno principal, todos estos actos fueron registrados a partir de la anotación número 13 y están precedidos, por supuesto, de la presunción de legalidad que deviene del contenido del artículo 1602 citado, y ahora se pretende desvirtuar por el demandante, en este momento recurrente, con sustento en varios aspectos.
  



Sostiene, en primer lugar, que el juzgado partió de una premisa falsa que fue la de entender que la simulación se pidió porque la verdadera intención de los contratantes fue la de conseguir un préstamo de Colpatria para el supuesto comprador, cuando lo que se invocó fue “una falta de causa”, que más adelante concreta en una “falta de voluntad de las partes para la compraventa” que es lo que se discute. A partir de allí, construye una serie de indicios, que  en su sentir, omitió el funcionario y que, de haberlos analizados en conjunto, lo hubieran llevado a la declaración buscada.
  



Tales indicios se resumen así:
  



Que el crédito a que se refiere la escritura pública número 937 de 1995 se pagó pero no con el dinero producto del préstamo otorgado a Turiel Antonio Tabares Morales o de la venta del inmueble; la evidente amistad y parentesco entre los demandados contratantes; la circunstancia de indefensión en que se hallaba el actor para el momento de la venta; el no haberse hecho entrega material inmediata del objeto del contrato; la desproporción entre el precio pactado y el valor comercial del bien; la existencia del pagaré extendido por el supuesto comprador que luego negó su autenticidad; que al recuperar el demandante la libertad se le hiciera entrega del inmueble; que a los testigos les fuera presentado el actor para que se siguieran entendiendo con él en calidad de inquilinos; que el presunto comprador no reclamara la ayuda del FOREC; que el poder otorgado por la demandada la facultaba para representar al demandante en todos sus negocios y, sin embargo, no hay reclamo distinto a éste; que la demandada no asistió a absolver interrogatorio de parte y a esa confesión no se le puede restar eficacia; la ausencia de pruebas por parte de los demandados; y la inasistencia de los apoderados judiciales de algunos de los demandados a formular el interrogatorio pedido.

  



Por último, argumenta el impugnante que el juzgado no se pronunció sobre “la segunda pretensión principal” relacionada con la rescisión de la liquidación de la sociedad conyugal que se formó entre Ruby Martínez Tabares y Turiel Antonio Tabares Morales.
  



A dilucidar estos planteamientos se dedica la Sala.
  
  


1. 
En cuanto al pago del crédito que se plasmó en la escritura pública número 937 de 1995 es preciso decir que la prueba recaudada apunta a darle la razón al juzgado. Una cuestión de evidente peso en este asunto es que tanto en el proceso ejecutivo que se tramitó en el Juzgado Segundo Civil del Circuito por demanda presentada por Pablo Emilio Barco Agudelo contra Turiel Antonio Tabares Morales (f. 10 a 52, c. 6), como en el ordinario que concluyó con la sentencia del 28 de julio de 2006 seguido por éste contra aquél, se llegó a la conclusión de que la compraventa que refiere la escritura pública 4028 del 7 de noviembre de 1997 no fue ficticia y su precio se pagó. Así se dedujo de la prueba recaudada en cada proceso y es lo que se revela también en este trámite. 

    



En efecto, en ese instrumento convinieron la partes que los $45’000.000,oo pactados como precio se pagarían así: $15’000.000,oo que la vendedora (apoderada general del demandante) declaró recibidos a satisfacción y $30’000.000,oo con un crédito que, no cabe la menor duda, fue otorgado y, además, pagado por el señor Tabares Morales, tal como lo señaló el asesor judicial de Colpatria que acompañó a su escrito la distribución de pagos del mismo (f. 77 a 79). A ello se suma que, como lo dijo esta Corporación en la sentencia de segundo grado de aquel proceso ordinario, $13’000.000,oo de los $30’000.000,oo prestados por Colpatria fueron entregados al señor Gilberto de Jesús Castro que es el acreedor a favor de quien se constituyó la hipoteca mediante la aludida escritura 937.
  



Si, entonces, la escritura pública número 4028 reza que la apoderada general del vendedor recibió directamente del comprador $15’000.000,oo y no hay en el plenario ninguna prueba que desvirtúe esa manifestación; si Colpatria otorgó el crédito por valor de $30’000.000,oo y esa deuda fue saldada por Turiel Antonio Tabares Morales; si de esos $30’000.000,oo Colpatria entregó $13’000.000,oo al acreedor hipotecario del señor Barco Agudelo; y si, como dedujo el Tribunal en la citada providencia, la suma restante fue recibida por la vendedora, no puede menos que concluirse que el precio de la venta sí fue pagado y eso, de entrada, desdibuja toda posibilidad de simulación absoluta del contrato de compraventa.
  



A esto no se opone el escrito de folio 42 del cuaderno principal sobre el que señaló el juzgado, con razón, que no es indicativo de que Margoth Ospina hubiese entregado a Adriana Patricia Marín la suma de $12’000.000,oo para cancelar el crédito y levantar la hipoteca de que trata la escritura pública 937 mencionada; tampoco se sabe qué relación tuvo esta señora con la hipoteca o el negocio que se dice simulado, como para que su sola afirmación de un pago, sin indicar específicamente a qué obligación está anejo, ni la fecha en que se produjo, pueda quebrar la manifestación de voluntad plasmada por los contratantes en la compraventa del inmueble.
  



2. 
Otra serie de indicios echados de menos por el juzgado, según afirma el impugnante, dicen relación con la estrecha amistad y el parentesco habido entre los contratantes, así como con el hecho de que una vez el actor regresó de Venezuela, superado el hecho de su indefensión, le fue devuelto el inmueble al punto de haberlo dado él en arriendo.
  



Se dijo antes que no puede entenderse simulada una venta en la que realmente hubo entrega de la cosa y pago del precio. Por eso, que los contratantes hubieran tenido un vínculo de amistad en su momento no es por sí mismo reprochable frente a la existencia del contrato, como que nada prohíbe la venta entre amigos y ni siquiera entre familiares. Que este sea un hecho indicativo de simulación en algunos casos, no quiere significar que siempre tenga esa connotación, menos cuando está acreditado el acuerdo de voluntades y el cumplimiento de las obligaciones recíprocas. Por lo demás, como acertadamente señaló el juzgado, el parentesco pregonado no se probó.

  



Ahora, el hecho de que los contratantes le hubiesen devuelto voluntariamente el inmueble al actor tampoco se demostró, siendo carga suya; y de haber ocurrido tal circunstancia lo pondría como mero tenedor e incluso lo facultaría para, como lo hizo, arrendar el inmueble; pero de allí no se sigue el ánimo de ocultar la verdad que se les endilga a Tabares Morales y Marín Martínez. 
  



En todo caso, lo que no se puede desconocer aquí, se repite, es que hay una sentencia que hizo tránsito a cosa juzgada en un proceso del tradente al adquirente iniciado por Turiel Antonio Tabares Morales contra Pablo Emilio Barco Agudelo en la que se concluyó, terminantemente, que el inmueble no le fue entregado efectivamente al primero de ellos y por eso las pretensiones le fueron favorables en segunda instancia. Tal vez esa falta de entrega justifica los actos que sobre el mismo venía ejecutando el demandante, incluidos los contratos de arrendamiento. 
La mencionada indefensión es cuestión que no alcanza para desestimar la legalidad del negocio jurídico. Precisamente, por la imposibilidad de acudir por sí mismo, el señor Barco otorgó un poder general a Adriana Patricia Marín Martínez (f. 13 a 15, c. 1) que quiere ahora desconocer, cuando ella actuó dentro de los límites del mandato conferido, como quiera que se le facultó para disponer de los bienes de aquél.  Y dígase también, en alusión a otro de los indicios que menciona el recurrente, que no por el hecho de que sólo se le reclame a la mandataria su participación en este negocio y no en otros, puede sostenerse válidamente que la venta no corresponde a la realidad.  Ese es un aspecto que está relacionado propiamente con la responsabilidad que pueda caber al mandatario en ejercicio de sus funciones, siguiendo las reglas de los artículos 2142 y siguientes del Código Civil.
3. 
Frente a la falta de entrega inmediata del inmueble al comprador, no se discute que cuando se celebra un contrato de compraventa debe el vendedor proceder a ella. Sin embargo, múltiples circunstancias pueden presentarse para que no suceda de esa manera, como el plazo pactado entre las partes, la condición de proceder a la entrega con el pago total del precio, la misma sustracción voluntaria por parte del vendedor del cumplimiento de su obligación principal. Pero si el comprador logra demostrar, como lo hizo Turiel Antonio Tabares, que efectuado el pago de la totalidad del valor del inmueble no se le entregó, procede a su favor, entre otras cosas, la promoción del respectivo proceso que, en su caso, fructificó, como ha podido analizarse. Esa decisión judicial, se insiste, pesa, y de qué manera, contra la pretensión simulatoria.
4. 
El precio por el que fue vendido el bien, que se erige en un indicio más en este tipo de eventos, no fue para el caso de ahora irrisorio; se pagó por el inmueble la suma de $45’000.000,oo, monto que, además de ser considerable, no puede ser comparado con el valor comercial del mismo, simplemente porque no reposa ninguna prueba en el expediente que de cuenta de este último, como no sea la misma declaración que el propio demandante hizo ante el Notario Sexto del Círculo de Pereira en la que señaló que el pagaré por valor de $52’000.000,oo que Turiel Antonio le firmó fue para respaldar el verdadero valor del bien que entre lo catastral y lo comercial oscilaba entre $44’000.000,oo y $60’000.000,oo, como se acotó en primera instancia.
Por cierto que en lo relacionado con ese pagaré poco le queda a la Sala por decir, si como está acreditado con las copias que reposan en el cuaderno 6, el señor Barco Agudelo procuró su ejecución contra el señor Tabares Morales pero también la decisión final le fue adversa, en cuanto halló el juzgado probadas las excepciones de inexistencia del negocio causal y falta de legitimación en la causa, justamente porque en ese asunto, como ocurrió igualmente en el de entrega del tradente al adquirente y se ha venido sosteniendo en el presente proceso, la venta del inmueble no fue simulada.
5. 
Todo lo anterior descarta otro indicio que el demandante encuentra en la conducta omisiva de Tabares Morales por no reclamar el auxilio del FOREC por causa del terremoto del año 1999, lo que siendo cierto (f. 40, c. 1), no es demostrativo, por sí solo, de que no fuera su intención comprar el inmueble; simplemente es una manifestación del derecho de dominio que le permite disponer del bien siempre que no atente contra la ley o el derecho ajeno (art. 669 C.C.).
6. 
Finalmente, se queja el recurrente de que el juzgado no le hubiera concedido el valor a la confesión ficta derivada de la inasistencia de Adriana Patricia Marín Martínez a absolver el interrogatorio de parte, ni se hubiera valido de la actitud de la parte demandada de no aportar pruebas  o de la del apoderado judicial de algunos de los demandados de no asistir a formular el interrogatorio que solicitó.
Respecto de estos últimos cuestionamientos hay que señalar que cada parte estructura su defensa como más convenga a sus intereses y por ello no se puede deducir un indicio en su contra del hecho de no pedir o aportar pruebas, a menos, claro está, que teniendo documentos de relieve para el proceso en su poder, que conduzcan a una realidad diferente, los oculte artificiosamente en detrimento de los intereses de la parte contraria, que no es la conducta que a los demandados se les endilga. No contestar la demanda por su lado, sí constituye un indicio grave (art. 95 CPC), pero tampoco es esa la situación que aquí se da porque todos los demandados dieron oportuna respuesta (f. 162 a 165, 184, 185 y 193 a 196).
Y que los apoderados de los demandados no hubieran acudido a formular interrogatorio no puede tener más efecto que del declinar la prueba pedida y eso no se traduce en un comportamiento desleal del cual pueda surgir un indicio en contra de sus representados.
Ahora bien, a folio 1 del cuaderno 3, obra la constancia de la inasistencia de la señora Adriana Patricia Marín Martínez a absolver interrogatorio de parte y de los hechos que serían susceptibles de prueba de confesión, lo que a juicio del actor es relevante para declarar la simulación del contrato de compraventa.
Pero con esa deducción pierde de vista varias cosas: (i) que la confesión judicial provocada como medio de prueba puede ser expresa o presunta, lo primero si el requerido asiste a responder las preguntas que se le formulan y acepta los hechos que se le plantean susceptibles de esa prueba; lo segundo si no asiste a la audiencia y no justifica su conducta o es renuente a responder o da respuestas evasivas. Esta confesión ficta, sin duda, tiene el mismo efecto de la confesión expresa; sólo se diferencian en que aquella recae sobre las preguntas asertivas y admisibles contenidas en el interrogatorio escrito o, en su defecto, sobre los hecho de la demanda, de las excepciones de mérito o de sus contestaciones, susceptibles de ella, en tanto que ésta, la expresa, se limita a las respuestas que se brinden a las preguntas formuladas, siempre que en uno y otro caso se den los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil; (ii) que frente a esa paridad en el efecto mismo de la confesión, sea ella expresa o tácita, está sujeta a las reglas que gobiernan ese medio probatorio; (iii) que, entonces, la confesión ficta de un litisconsorte necesario sólo puede ser valorada como un testimonio de tercero, si no proviene de todos los que conforman  esa parte plural (art. 196 CPC); (iv) y, principalmente, que toda confesión admite prueba en contrario (art. 201 CPC), sin distinción alguna, es decir que allí quedan inmersas todas sus modalidades: judicial, extrajudicial, provocada, espontánea, expresa y tácita o presunta.
Y que la parte pasiva del proceso engendra un litisconsorcio necesario entre Adriana Patricia Marín Martínez y los sucesores procesales de Turiel Antonio Tabares Morales, se concluye sin hesitación, como quiera que fueron aquella y éste quienes concurrieron a la celebración del contrato de compraventa cuya simulación se impetra. Así que si sólo la primera faltó a su deber de acudir a la audiencia en la que debía absolver interrogatorio, la confesión ficta que de allí se desprende debe valorarse como un testimonio de tercero. Por supuesto que aisladamente esa versión presunta no se erige en el punto de apoyo de la simulación si, por otro lado, entra en juego el citado artículo 201, ya que la prueba toda converge en un mismo sentido: hubo un contrato de compraventa y en ejecución de las obligaciones principales de los contratantes el precio se pagó, según quedó visto, y la entrega se ordenó por vía judicial, de manera que lo que pudiera deducirse de la inasistencia de la señora Marín Martínez a absolver interrogatorio, fuera por confesión como pretende el demandante, o como testimonio de tercero que es la valoración que se le debe dar fue infirmado con el restante haz probatorio.
Desechados de esta manera los argumentos expuestos por el recurrente es preciso decir, para terminar, que si la pretensión de simulación no podía salir avante, tampoco las que de allí derivaban, porque la rescisión de la liquidación de la sociedad conyugal que hubo entre Ruby Martínez Tabares y Turiel Antonio Tabares se hizo depender de aquella primera declaración; otro tanto ocurre con lo que se reclamaba del Banco Colpatria.

Corolario de lo dicho es que la sentencia de primer grado será confirmada en su integridad. 

  



Como en esta sede hubo intervención de ambas partes, las costas de la instancia serán a cargo del demandante y a favor de los demandados. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 5 de marzo de 2008, en este proceso ordinario que Pablo Emilio Barco Agudelo le promovió a Adriana Patricia Marín Martínez, Rubby Martínez Tabares, herederos indeterminados de Turiel Antonio Tabares Morales y el Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A.

Costas a cargo del demandante y a favor de los demandados.

  



Notifíquese,
Los Magistrados
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS







